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Legislació n 
Por Cecilio Molina Hernández, profesor adjunto de Derecho mercantil de la 
Universidad CEU San Pablo. 
 

  
Normativa estatal 
 
Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, de medidas urgentes 
complementarias para apoyar la economía y el empleo. 
 
Tras la declaración por la Organización Mundial de la Salud de la pandemia internacional 
provocada por el COVID-19 el pasado 11 de marzo, la rápida propagación, tanto a nivel 
nacional como internacional, ha motivado la necesidad de reaccionar de forma rápida y de 
adoptar medidas urgentes y contundentes con el objetivo de amortiguar el impacto de esta 
crisis sin precedentes. 
 
El Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, declaró el estado de alarma para la gestión de la 
situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, que incluye, entre otras cuestiones, 
limitaciones a la libertad de circulación, con los efectos que ello supone para trabajadores, 
empresas y ciudadanos. 
 
Este proceso se vio reforzado con el Real Decreto-ley 10/2020, de 29 de marzo, por el que se 
regula un permiso retribuido recuperable para las personas trabajadoras por cuenta ajena que 
no presten servicios esenciales, con el fin de reducir la movilidad de la población en el 
contexto de la lucha contra el COVID-19, que estableció, durante dos semanas, que los 
trabajadores que no pudiesen teletrabajar o su actividad no estuviera entre las incluidas como 
servicios esenciales debían mantenerse confinados en su domicilio, estableciendo un permiso 
retribuido recuperable para los mismos. El estado de alarma ha sido prorrogado en dos 
ocasiones, continúa vigente hasta el 26 de abril y está previsto proponer al Congreso de los 
Diputados una nueva prórroga hasta el próximo 9 de mayo. 
 
Las medidas de distanciamiento social están siendo exitosas en la contención de la epidemia, 
pero tienen un impacto significativo sobre buena parte de la actividad económica, tanto 
nacional como internacional, así como sobre las expectativas de los agentes. 
 
Tras la introducción de las primeras medidas de distanciamiento social, se mantuvo todavía un 
tono económico positivo salvo por algunos sectores como el turismo, directamente afectado 
por la caída de demanda internacional y el progresivo cierre de fronteras. Las restricciones a la 
movilidad y a la actividad que acompañaron al estado de alarma marcaron un punto de 
inflexión, con una caída súbita de la producción y el empleo, con importantes pérdidas de 
rentas para hogares, autónomos y empresas. 
 
Por ello, el gobierno ha articulado la respuesta a la emergencia del COVID-19 en un triple 
plano: sanitario, económico y social. Las medidas adoptadas en el plano sanitario de 
contención de la expansión del virus se han acompañado de medidas para apoyar el tejido 
productivo y tejer una red de seguridad para los ciudadanos, especialmente los más 
vulnerables. 
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Así, en las distintas fases de lucha contra el virus, las normas en el ámbito sanitario para 
reducir la movilidad y el riesgo de contagio se han acompañado de paquetes de medidas 
económicas y sociales encaminados a (i) reforzar la financiación de la respuesta sanitaria, tanto 
en el ámbito de la atención y cuidados como en la investigación (ii) mantener las rentas de las 
familias y trabajadores, tanto por cuenta ajena como autónomos, dando respuesta a la 
situación de los más vulnerables y (iii) garantizar la liquidez de las empresas y apoyar el 
mantenimiento del tejido productivo, con atención especial para las pymes. 
 
Todas estas medidas tienen por objetivo evitar que la epidemia deje cicatrices permanentes, 
lastrando la recuperación, y su puesta en marcha está permitiendo mantener la actividad y el 
empleo en muchas empresas, que cuando se supere la crisis sanitaria, podrán retomar 
gradualmente su actividad. 
 
Las decisiones tomadas y las medidas puestas en marcha están alineadas con las medidas que 
están adoptando los países de nuestro entorno y de acuerdo con las recomendaciones de los 
organismos de la Unión Europea e internacionales. El G-20, reunido el 15 de abril, acordó un 
Plan de Acción para coordinar las políticas y medidas económicas de los miembros, y señaló la 
necesidad de utilizar todos los instrumentos existentes de política económica para apoyar la 
economía, mantener la confianza y la estabilidad financiera, y evitar efectos negativos 
profundos en las economías. 
 
En el marco de la Unión Europea se han adoptado distintas medidas para proporcionar a los 
países un marco más flexible para articular sus respuestas a la pandemia y se ha acordado el 9 
de abril poner en marcha un paquete de propuestas, que deberían ponerse en marcha en el 
corto plazo para proporcionar créditos para financiar los gastos de los tesoros nacionales 
relacionados con la respuesta al COVID-19, en particular en el ámbito sanitario y en relación 
con los programas de regulación temporal de empleo. 
 
En este contexto, tras la fase de contención reforzada dictada por el Real Decreto-ley 10/2020, 
de 29 de marzo, el progreso en el terreno sanitario ha permitido volver a partir del día 13 de 
abril a la situación de confinamiento y al nivel de actividad económica previos, 
correspondientes al real decreto de estado de alarma. Como era de esperar, la vuelta a la 
actividad de los sectores considerados no esenciales ha permitido una leve recuperación de la 
actividad y una mejor evolución del mercado laboral, aunque todavía muy lejos de recuperar 
los niveles previos a la crisis causada por el COVID-19. 
 
A partir de este punto, las decisiones que permitan iniciar una fase de mayor reactivación de la 
economía dependerán lógicamente, como ha venido haciéndose hasta ahora, de la evolución 
de los indicadores epidemiológicos y las recomendaciones de los expertos, y se hará en 
paralelo a la activación de la movilidad personal. 
 
Con el fin de responder a las necesidades de apoyo reforzado derivadas de la prolongación de 
esta situación excepcional, de seguir protegiendo y dando soporte al tejido productivo y social, 
de minimizar el impacto y de facilitar que la actividad económica se recupere en cuanto 
empiece a remitir esta situación de emergencia de salud pública, se aprueba un nuevo paquete 
de medidas que refuerza, complementa y amplía las anteriormente adoptadas y se centra en 
el apoyo a las empresas y a los trabajadores. 
 
De tal forma, este real decreto-ley se estructura en un preámbulo, 5 capítulos, 26 artículos, 15 
disposiciones adicionales, 5 disposiciones transitorias, 13 disposiciones finales y un Anexo. 
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MEDIDAS PARA REDUCIR LOS COSTES OPERATIVOS DE PYMES Y AUTÓNOMOS 
 
Como consecuencia de las medidas excepcionales adoptadas por el Real Decreto 463/2020, de 
14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis 
sanitaria ocasionada por el COVID-19, muchas actividades económicas se han visto obligadas a 
suspender su actividad o a reducir drásticamente la misma. 
 
En virtud de lo anterior, la falta de ingresos o la minoración de los mismos durante el periodo 
que dure el estado de alarma puede dar lugar a la incapacidad financiera de autónomos y 
pymes para hacer frente al cumplimiento, total o parcial, de sus obligaciones de pago de renta 
de locales en alquiler que pone en serio riesgo la continuidad de sus actividades. 
 
A falta de acuerdo entre las partes, la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos 
Urbanos no prevé causa alguna de exclusión del pago de la renta por fuerza mayor o por 
declaración de estado de alarma u otras causas, salvo en lo referido en su artículo 26, relativo 
a la habitabilidad de la vivienda derivada de la ejecución de obras, que puede ser aplicable a 
los locales de negocio vía artículo 30 de esta Ley. 
 
Asimismo, si se acude a la regulación del Código Civil referida a la fuerza mayor, tampoco 
ofrece una solución idónea porque no ajusta la distribución del riesgo entre las partes, aunque 
puede justificar la resolución contractual en los casos más graves. 
 
Ante esta situación, procede prever una regulación específica en línea con la cláusula «rebus 
sic stantibus», de elaboración jurisprudencial, que permite la modulación o modificación de las 
obligaciones contractuales si concurren los requisitos exigidos: imprevisibilidad e inevitabilidad 
del riesgo derivado, excesiva onerosidad de la prestación debida y buena fe contractual. 
 
Se considera conveniente ofrecer una respuesta que permita abordar esta situación y regular 
un procedimiento para que las partes puedan llegar a un acuerdo para la modulación del pago 
de las rentas de los alquileres de locales. 
 
MEDIDAS PARA REFORZAR LA FINANCIACIÓN EMPRESARIAL 
 
El capítulo 2 regula un amplio paquete de medidas para reforzar la financiación de las 
empresas. 
 
En primer lugar, para facilitar que las empresas que se han visto afectadas por la crisis sanitaria 
actual puedan hacer frente de la mejor forma posible a los pagos derivados de créditos que 
desde distintos instrumentos de la administración se habían otorgado, en este real decreto-ley 
se habilita al Instituto para la Diversificación y Ahorro de la Energía (IDAE), organismo público 
adscrito a la Secretaría de Estado de Energía, a conceder aplazamientos de las cuotas de los 
préstamos concedidos en el marco de sus programas de subvenciones o ayudas 
reembolsables, extendiendo así a los créditos del IDAE la posibilidad de aplazamiento de 
cuotas ya aprobada en reales decreto-leyes anteriores para los créditos de la Secretaría 
General de Industria, el programa REINDUs, entre otros. 
 
Además de tomar medidas para reforzar el acceso a la liquidez o facilitar el pago de los 
créditos, es necesario garantizar la continuidad del desarrollo de las transacciones económicas 
y aportar seguridad a las operaciones comerciales en un contexto de incertidumbre como el 
actual. 
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A este respecto, el sector asegurador desempeña un papel destacado. El seguro de crédito y 
de caución contribuyen a la consecución de dichos objetivos, ya que sirven, respectivamente, 
de garantía del cobro de las ventas o prestaciones de servicios y del cumplimiento de las 
obligaciones legales o contractuales. 
 
En un contexto como el actual, es necesario reforzar los mecanismos que contribuyan a que el 
sector asegurador desempeñe dicho papel. Por ello, dada la situación adversa del mercado de 
crédito y las dificultades que, como consecuencia de la reducción de la cobertura de riesgos 
asegurados, puedan afectar a las relaciones comerciales y los pagos entre las empresas, se 
habilita al Consorcio de Compensación de Seguros para que desarrolle actividades de 
reaseguro de crédito y de caución a partir de 2020. 
 
El Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer 
frente al impacto económico y social del COVID-19, aprobó una línea de avales otorgada por el 
Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital para cubrir la financiación 
otorgada por entidades de crédito, establecimientos financieros de crédito, entidades de 
dinero electrónico y entidades de pagos a empresas y autónomos. El objetivo fundamental de 
esta línea de avales, dotada con un importe máximo de 100.000 millones de euros, es 
preservar la normalidad de los flujos de financiación y de los niveles de circulante y liquidez, en 
particular de pymes y los autónomos. En concreto, la línea de avales debe permitir que las 
empresas y autónomos continúen abonando los salarios de sus empleados, puedan adelantar 
el cobro de sus facturas, a través de figuras como el factoring, o anticipar el pago de facturas a 
sus proveedores, a través de modalidades como el confirming, estableciendo de esta forma 
medios para el mantenimiento de los niveles de actividad económica y de empleo. Las 
entidades que otorguen la financiación deben velar por el cumplimiento de estos objetivos, 
con el fin de que la liquidez siga llegando al conjunto del tejido productivo, en particular a 
través de los canales de crédito comercial y pago a proveedores. 
 
El citado real decreto-ley establece que las condiciones aplicables y requisitos a cumplir, 
incluyendo el plazo máximo para la solicitud del aval, se establecerán por Acuerdo de Consejo 
de Ministros. Los pasados 24 de marzo y 10 de abril, el Consejo de Ministros adoptó sendos 
Acuerdos liberando un total de 40.000 millones de euros de avales a conceder a empresas y 
autónomos. El 75 % de los avales puestos a disposición se concentran en pymes y autónomos, 
como agentes claves que son de la actividad económica, cuyo acceso a la liquidez es 
fundamental para el buen funcionamiento del tejido productivo. 
 
Para reforzar las medidas de apoyo a la liquidez y ampliar su alcance, este real decreto-ley, en 
una disposición final, toma tres medidas complementarias. En primer lugar, prevé un 
reforzamiento del reaval concedido por la Compañía Española de Reafianzamiento, Sociedad 
Anónima (CERSA), con el fin de aumentar la capacidad de aval de las Sociedades de Garantía 
Recíproca, presentes en todas las Comunidades Autónomas de España y con gran capilaridad 
como reforzadoras del acceso a la financiación de las pymes de las distintas áreas geográficas 
en que se encuentran presentes. Además, establece que podrán beneficiarse de los avales los 
pagarés incorporados al Mercado de Renta Fija de la Asociación de Intermediarios de Activos 
Financieros (AIAF) y al Mercado Alternativo de Renta Fija (MARF), fomentando el 
mantenimiento de las fuentes de liquidez proporcionadas por los mercados de capitales y no 
sólo a través de los canales bancarios tradicionales. En ambos casos, las condiciones de los 
avales se establecerán por Acuerdo de Consejo de Ministros. Por último, se garantiza que la 
línea de avales por importe de hasta 100.000 millones de euros podrá liberarse hasta el 31 de 
diciembre de 2020. 
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MEDIDAS FISCALES 
 
Para permitir que el suministro de material sanitario se realice de forma rápida y efectiva, se 
establece hasta el 31 de julio de 2020 un tipo impositivo del Impuesto sobre el Valor Añadido 
del cero por ciento aplicable a las entregas interiores, importaciones y adquisiciones 
intracomunitarias de este tipo de bienes cuyos destinatarios sean entidades públicas, sin 
ánimo de lucro y centros hospitalarios. Se trata de una medida de política fiscal que incide 
sobre una situación extraordinaria y que persigue obtener efectos sensibles durante el período 
sobre el que desplegará su vigencia, sin vocación de afectar con carácter permanente la 
estructura de tipos impositivos del Impuesto sobre el Valor Añadido. Para evitar la necesidad 
de adaptar los sistemas de facturación de los sujetos pasivos, estas operaciones se 
documentarán en factura como operaciones exentas. No obstante, la aplicación de un tipo 
impositivo del cero por ciento no determina la limitación del derecho a la deducción del 
Impuesto sobre el Valor Añadido soportado por el sujeto pasivo que realiza la operación. 
 
Con el fin de adaptar el cálculo aplicable a las liquidaciones de impuestos a la realidad 
económica, se adoptan dos medidas en el ámbito fiscal. Respecto del Impuesto sobre 
Sociedades, se permite, para los períodos impositivos iniciados a partir de 1 de enero de 2020 
y con efectos exclusivos para dicho período, que los contribuyentes cuyo volumen de 
operaciones no haya superado la cantidad de 600.000 euros ejerzan la opción por realizar los 
pagos fraccionados, sobre la parte de la base imponible del período de los 3, 9 u 11 primeros 
meses, mediante la presentación dentro del plazo ampliado por el mencionado Real Decreto-
ley 14/2020 del pago fraccionado determinado por aplicación de la citada modalidad de base 
imponible. Para los contribuyentes que no hayan podido ejercer la opción de acuerdo con lo 
anterior y cuyo importe neto de la cifra de negocios no sea superior a 6.000.000 de euros se 
prevé que la opción pueda realizarse en el plazo del pago fraccionado que deba presentarse en 
los 20 primeros días del mes de octubre de 2020, determinado, igualmente, por aplicación de 
la citada modalidad de base imponible. Esta medida no será de aplicación para los grupos 
fiscales que apliquen el régimen especial de consolidación fiscal regulado en el capítulo VI del 
título VII de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades. 
 
Por otra parte, resulta imprescindible adaptar temporalmente las cuantías de los pagos 
fraccionados e ingresos a cuenta de los diferentes impuestos que se determinan con arreglo a 
signos, índices o módulos, al ver su actividad alterada por la emergencia sanitaria que 
padecemos. Así, se adaptan, de forma proporcional al periodo temporal afectado por la 
declaración del estado de alarma en las actividades económicas, el cálculo de los pagos 
fraccionados en el método de estimación objetiva del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas y el ingreso a cuenta del régimen simplificado del Impuesto sobre el Valor Añadido, que, 
al estar calculados sobre signos, índices o módulos, previamente determinados en situación de 
normalidad, conllevarían unas cuantías no ajustadas a la realidad de sus ingresos actuales. 
 
Asimismo, para flexibilizar el régimen de pymes y autónomos, se elimina la vinculación 
obligatoria que durante tres años se establece legalmente para la renuncia al método de 
estimación objetiva del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, del régimen 
simplificado y del régimen especial de la agricultura, ganadería y pesca del Impuesto sobre el 
Valor Añadido, de manera que los contribuyentes puedan volver a aplicar dicho método en el 
ejercicio 2021, siempre que cumplan los requisitos normativos para su aplicación. De esta 
forma, al poder determinar la cuantía de su rendimiento neto con arreglo al método de 
estimación directa, podrán reflejar de manera más exacta la reducción de ingresos producida 
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en su actividad económica como consecuencia del COVID-19, sin que dicha decisión afecte al 
método de determinación de los rendimientos aplicable en los siguientes ejercicios. 
 
Por otro lado, se añade un nuevo apartado 3 a la disposición adicional octava del Real Decreto-
Ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el 
ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19 con la finalidad de habilitar la 
interposición y tramitación, dentro de aquellos procedimientos de contratación cuya 
continuación haya sido acordada por las entidades del sector público de conformidad con lo 
previsto en el apartado 4 de la disposición adicional tercera del Real Decreto 463/2020, de 14 
de marzo, de recurso especial en los términos establecidos en la propia Ley 9/2017, de 8 de 
noviembre, de Contratos del Sector Público, sin que el procedimiento de recurso pueda 
considerarse suspendido. De esta forma se garantiza, para todos los licitadores que tomen 
parte en estos procedimientos, la posibilidad de hacer valer sus derechos, pues los plazos del 
recurso especial previstos en la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 
Público continuarán computándose en los términos establecidos en dicha Ley. 
 
A su vez, se extiende hasta el 30 de mayo la vigencia temporal de determinadas medidas 
tributarias contenidas en los Reales Decretos-leyes 8/2020 y 11/2020, que tenían como límite 
temporal el día 30 de abril de 2020, o, en su caso, el día 20 de mayo de 2020, a fin de 
garantizar la adaptación de dichas medidas a la evolución de la crisis cuyos efectos pretenden 
mitigar. Dicha extensión también se aplicará a las Administraciones tributarias de las 
Comunidades Autónomas y Entidades Locales por la remisión efectuada por el artículo 53 del 
Real Decreto-ley 11/2020. 
 
A través del Real Decreto-ley 7/2020, de 12 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes 
para responder al impacto económico del COVID-19, se estableció, como medida de apoyo 
financiero transitorio, la flexibilización en materia de aplazamiento de deudas tributarias, 
concediendo durante seis meses esta facilidad de pago de tributos a pymes y autónomos, 
previa solicitud, pero limitada a solicitudes de aplazamiento de deudas respecto de las que, 
por no superar determinada cuantía, estuviesen exentas de la obligación de aportar garantía. 
 
Como complemento a dicha posibilidad, se arbitra a través del presente real decreto-ley la 
posibilidad de supeditar el pago de las deudas tributarias a la obtención de la financiación a 
que se refiere el Real Decreto-Ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes 
extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19, financiación 
caracterizada por contar con el aval del Estado. 
 
Se incluye una disposición final que modifica el Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de 
medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-
19, el cual ya flexibilizó, a través de su artículo 33, entre otros plazos, los relacionados con el 
desarrollo de las subastas y adjudicación de bienes a los que se refieren los artículos 104.2 y 
104 bis del Reglamento General de Recaudación, aprobado por Real Decreto 939/2005, de 29 
de julio, 
 
En aras de la seguridad jurídica que debe presidir la actividad normativa, muy particularmente 
en los momentos actuales, caracterizados por la continua necesidad de adaptación y 
perfeccionamiento de los instrumentos normativos que el legislador pone a disposición de la 
sociedad civil, y como complemento a las normas de flexibilización de las obligaciones 
tributarias ya implementadas, se arbitra una solución, a través de esta modificación legal en el 
apartado 3 del precepto, para adaptar el ejercicio de derechos por licitadores y adjudicatarios 
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en los procedimientos de enajenación desarrollados por la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria a la ampliación de plazos que afecta a dichos procedimientos en cuya virtud el 
licitador podrá solicitar la anulación de sus pujas y la liberación de los depósitos constituidos y, 
en su caso, además el precio del remate ingresado, siempre que, en cuanto a los 
adjudicatarios, no se hubiera emitido certificación del acta de adjudicación de los bienes u 
otorgamiento de escritura pública de venta. 
 
Por último, en relación con el Impuesto sobre el Valor Añadido, dado que el confinamiento ha 
hecho incrementar la demanda de productos culturales y de información de los ciudadanos, 
para facilitar el acceso a los libros, periódicos y revistas digitales, a través de una disposición 
final se reduce al 4 por ciento el tipo impositivo aplicable a los mismos, a la vez que se elimina 
la discriminación existente en materia de tipos impositivos entre el libro físico y el libro 
electrónico. 
 
MEDIDAS PARA FACILITAR EL AJUSTE DE LA ECONOMÍA Y PROTEGER EL EMPLEO 
 
En el Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, se adoptaron diferentes medidas en materia de 
suspensión temporal de contratos y reducción de la jornada (ERTEs) con el objetivo de evitar 
que una situación coyuntural como la actual tuviera un impacto negativo de carácter 
estructural sobre el empleo. 
 
En el caso de la crisis sanitaria provocada por el COVID-19, la necesidad de acudir a medidas de 
ajuste en el ámbito laboral viene impuesta, en muchos supuestos, por las circunstancias ajenas 
a la voluntad de la empresa descritas en el artículo 22 del Real Decreto-ley 8/2020, con ánimo 
exhaustivo. La fuerza mayor definida en este precepto, por lo tanto, no está configurada por 
referencia a la construcción doctrinal y clásica de dicho concepto en nuestro ordenamiento 
civil. Se trata de un concepto de creación legal y concreción administrativa, directa e 
irremediablemente vinculado en exclusiva a la situación de excepcionalidad derivada de la 
crisis sanitaria sin precedentes a la que se enfrentan nuestro país y todo el planeta. Define este 
artículo 22 los supuestos a los que se atribuye de manera objetiva esa condición o carácter 
involuntario, perentorio y obstativo, correspondiendo a la autoridad laboral constatar la 
concurrencia de los hechos descritos, el necesario vínculo entre aquellos y la actividad 
productiva singular de la empresa, así como la proporcionalidad entre las medidas propuestas, 
en sus términos personales y objetivos, y el suceso configurado como de fuerza mayor. 
 
A diferencia de otros sucesos catastróficos, la fuerza mayor descrita en el artículo 22 del real 
decreto-ley se vincula a unas circunstancias concretas de carácter cambiante que son decididas 
en cada caso por la ley; de ahí su definición, los elementos que satisfacen en cada caso la 
concurrencia de la causa y el papel atribuido a la autoridad laboral. En consecuencia, tal y 
como se procede a aclarar con la modificación del artículo 22 recogida en el presente real 
decreto-ley, la fuerza mayor podrá ser parcial. En este sentido, puede esta no extenderse a 
toda la plantilla, respecto de aquellas empresas que desarrollan actividades consideradas 
esenciales durante esta crisis, concurriendo la causa obstativa descrita en el artículo 22 en la 
parte de actividad oen la parte de la plantilla no afectada por dicho carácter esencial. 
 
Asimismo, se refuerza la protección de las trabajadoras y los trabajadores fijos-discontinuos, 
ampliando la cobertura regulada en el Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, a aquellas 
personas trabajadoras que no hayan podido reincorporarse a su actividad en las fechas 
previstas, como consecuencia del COVID-19 y que, o bien disponiendo de periodos de 
ocupación cotizada suficiente, no cumplen el requisito de situación legal de desempleo, o bien 
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no pueden acceder a la prestación por desempleo por carecer del periodo de cotización 
necesario para acceder a dicha prestación. 
 
Los trabajadores y trabajadoras autónomas tenían de plazo hasta el mes de junio de 2019 para 
realizar la opción por alguna Mutua colaboradora con la Seguridad Social para la gestión de 
determinadas prestaciones de Seguridad Social. Un colectivo de unos 50.000 autónomos no lo 
hicieron y en estos momentos tienen que realizar de forma masiva la solicitud de cese de 
actividad por lo que se dispone en este real decreto-ley que pueden optar por una Mutua al 
tiempo de solicitar el cese, y así garantizar que la nueva entidad les pueda reconocer el 
derecho y facilitar su tramitación. 
 
Igualmente, podrán solicitar la prestación de la Incapacidad Temporal a partir de ese momento 
también en la Mutua por la que opten. 
 
Por otro lado, para garantizar la seguridad jurídica y la coherencia con las medidas de 
suspensión de plazos adoptadas con carácter general en el seno de las Administraciones 
Públicas, se suspenden los plazos que rigen en el ámbito de funcionamiento y actuación de la 
Inspección de Trabajo y Seguridad Social, con la excepción de los casos en los que la 
intervención de dicho organismo sea necesaria para garantizar la protección del interés 
general o por estar relacionados con el COVID-19. 
 
Por otra parte, el Real Decreto-ley 9/2020, de 27 de marzo, desarrolló un régimen sancionador 
adaptado a las circunstancias actuales con la implementación de los mecanismos de control y 
sanción necesarios que eviten comportamientos fraudulentos en la percepción de las 
prestaciones. En el presente real decreto-ley se refuerzan estos mecanismos de control y 
sanción. Concretamente, se regula la sanción de los comportamientos de las empresas que 
presenten solicitudes que contengan falsedades e incorrecciones en los datos facilitados y se 
establece una responsabilidad empresarial que implica la devolución, por parte de la empresa, 
de las prestaciones indebidamente percibidas por sus trabajadores y trabajadoras, cuando no 
medie dolo o culpa de estos. 
 
Además, dado el contexto actual de emergencia sanitaria, se permite, de manera 
extraordinaria y limitada en el tiempo que el Fondo de Educación y Promoción de las 
Cooperativas, que desempeña un papel clave en la formación y educación de los socios, en la 
difusión de cooperativismo, así como en la promoción cultural, profesional y asistencial del 
entorno local y de la comunidad en general, pueda destinarse a cualquier actividad que 
contribuya a frenar o paliar los efectos de la crisis sanitaria derivada del COVID-19, mediante 
acciones propias, donaciones a otras entidades públicas o privadas o dotación de liquidez a la 
cooperativa para garantizar la continuidad de su funcionamiento. 
 
Las sociedades laborales son instituciones clave para la economía social y la generación de 
empleo. Por ello, con el objetivo de apoyar las iniciativas empresariales articuladas a través de 
una sociedad laboral se flexibilizan de forma temporal y extraordinaria algunos de los 
requisitos que permiten a las sociedades anónimas o de responsabilidad limitada la calificación 
de sociedad laboral. 
 
Por último, para garantizar la protección de las personas trabajadoras y seguir atendiendo a las 
necesidades de conciliación de la vida laboral y familiar en el contexto de la crisis del COVID-
19, se prorroga dos meses el carácter preferente del trabajo a distancia, así como el derecho 
de adaptación del horario y reducción de la jornada. 
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En otro orden de cosas, la situación económica como consecuencia de la pandemia aconseja el 
impulso y reforzamiento del actual Sistema Especial para Trabajadores por Cuenta Propia 
Agrarios incluidos en el Régimen Especial de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos, 
en un momento en el que el sector agrario ha de ocupar un puesto de primera línea en la 
actividad económica, por su relevancia tanto en la población activa ocupada como en el 
producto interior bruto, adecuando su regulación a la nueva realidad del campo español. 
 
Es por ello que se introduce una reforma en los requisitos para la inclusión en el referido 
sistema especial, mediante la que se pretende prescindir de aquellos requisitos vinculados a 
rentas de trabajo. Con su supresión se facilita el acceso a las garantías sociales de los pequeños 
agricultores, lo que colaborará a la mejora de la seguridad jurídica, pues determina claramente 
quien es un pequeño agricultor. 
 
Esta modificación además pretende mitigar el efecto de la pandemia por el COVID-19 que ante 
la posibilidad de reducir drásticamente su producción y, por lo tanto, sus rentas agrarias harían 
inviable su permanencia en el sistema especial tal y como está actualmente configurado ya 
que no cumpliría con dichos requisitos. Así, esta reforma mejorará las perspectivas de 
viabilidad del sector, contribuyendo al establecimiento de una visión globalizada de todos los 
componentes de la explotación familiar agraria, con especial incidencia en la incorporación de 
las mujeres y de los jóvenes, como base esencial para el desarrollo futuro del campo. 
 
Con el objeto de mitigar en el ámbito portuario estatal el impacto económico provocado por la 
situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, también se establecen una serie de 
medidas excepcionales y transitorias que den respuesta al mismo. 
 
Las medidas recogidas en este real decreto-ley responden, de un lado, a una eventual 
reducción de la actividad mínima comprometida en los títulos habilitantes otorgados en los 
puertos y permitirán, en concreto, a las Autoridades Portuarias alterar los tráficos mínimos 
establecidos en dichos títulos, con las implicaciones que ello conlleva. Y, por otro lado, se 
articulan medidas específicas respecto de la tasa de ocupación y la tasa del buque. 
 
Por otro lado, la paralización de la actividad económica surgida a raíz de esta emergencia 
sanitaria va a provocar retrasos en los ingresos previstos de los parques científicos y 
tecnológicos, haciendo imposible el cumplimiento de las obligaciones de reembolso derivadas 
de los préstamos que les fueron concedidos las convocatorias de ayudas otorgadas por la 
Administración General del Estado, lo que incide sobre su viabilidad a corto y a largo plazo. 
 
Para que puedan seguir cumpliendo con su objetivo de facilitar la colaboración público-privada 
en I+D+i y hacer posible la continuidad de los parques y de las entidades ubicadas en ellos, se 
introduce una disposición adicional que contempla medidas en relación con las cuotas 
derivadas de préstamos concedidos a entidades promotoras de parques científicos y 
tecnológicos en virtud de las convocatorias gestionadas exclusivamente por el Ministerio de 
Ciencia e Innovación, o el Ministerio competente en materia de investigación, desarrollo e 
innovación en años anteriores, desde el año 2000. 
 
En el corto plazo se articula un aplazamiento para las cuotas con vencimiento 2020, de forma 
que el pago de dichas cuotas se difiera a la misma fecha del año 2021. Asimismo, se prevé una 
actuación que posibilite la refinanciación de las cuotas adeudadas con vencimiento anterior a 
2020, de tal forma que la deuda se distribuya entre las anualidades futuras de dichos 
préstamos, sin sobrepasar el plazo máximo de amortización del préstamo originario 
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Asimismo, se incluye una disposición adicional para permitir el endeudamiento del Consorcio 
Barcelona Supercomputing Center-Centro Nacional de Supercomputación (BSC-CNS) con el fin 
de posibilitar el cumplimiento de los compromisos internacionales relacionados con el 
proyecto EuroHPC. 
 
Este Consorcio, de titularidad pública, constituido entre la Administración General del Estado, 
la Generalidad de Cataluña y la Universidad Politécnica de Cataluña, es un centro de I+D+I 
puntero y está colaborando activamente en la investigación frente a la pandemia ocasionada 
por el coronavirus COVID-19, mediante el análisis del genoma del virus gracias a la 
bioinformática. El centro colabora actualmente en el estudio de la propagación e impacto del 
coronavirus, para lo que los investigadores están analizando los datos a través de la 
inteligencia artificial y el procesamiento del lenguaje natural. La tecnología utilizada se basa en 
la capacidad de cálculo del superordenador MareNostrum 4, siendo el proceso utilizado en la 
búsqueda de tratamientos el conocido como «docking», o acoplamiento, que consiste en 
simular en el ordenador las interacciones entre el virus y las moléculas que podrían servir para 
fabricar vacunas, tratamientos con anticuerpos o tratamientos con fármacos. Recientemente, 
el Centro ha sido seleccionado por la Comisión Europea como sede de uno de los tres 
superordenadores pre-exascala que cofinanciará la Comisión durante los próximos años. 
 
Para ello deberá adquirir el nuevo superordenador MareNostrum5, que tendrá un rendimiento 
máximo de al menos 200 Pflops (200.000 billones de operaciones por segundo), que 
multiplicará por 18 el del núcleo del actual MareNostrum 4 (13,7 Pflops), el superordenador 
principal actual del centro. 
 
Por otro lado, y como complemento de lo señalado por la Disposición adicional decimotercera 
del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, que estableció las reglas aplicables a los 
contratos de trabajo suscritos con cargo a financiación de convocatorias públicas de recursos 
humanos en el ámbito de la investigación y a la integración de personal contratado en el 
Sistema Nacional de Salud, se incluye una disposición adicional que permita, asimismo, a las 
entidades que formen parte del Sistema Español de Ciencia, Tecnología e Investigación la 
posibilidad de prorrogar los contratos predoctorales que puedan haber suscrito más allá de las 
concretas convocatorias públicas de recursos humanos; por ejemplo, en el ámbito de 
proyectos de investigación estatales, autonómicos o europeos, o en el marco de convenios o 
contratos con otras entidades públicas o privadas. Esta prórroga únicamente podrá tener lugar 
con cargo a la financiación de la entidad suscriptora del contrato, ya sea con fondos propios o 
con fondos provenientes de convenios o contratos con otras entidades públicas o privadas. 
 
MEDIDAS DE PROTECCIÓN A LOS CIUDADANOS 
 
En primer lugar, con el objetivo de dar una cobertura a todas las personas que en el contexto 
actual no tengan acceso a la prestación por desempleo, se adoptan nuevas medidas de 
protección. Concretamente, se les atribuye la consideración de situación legal de desempleo a 
aquellas personas trabajadoras cuyos contratos han sido extinguidos durante el periodo de 
prueba desde el 9 de marzo, así como a aquellos que lo hayan extinguido voluntariamente 
desde el 1 de marzo por tener una oferta laboral en firme que no ha llegado a materializarse 
como consecuencia del COVID-19. 
 
En relación a la extinción del contrato durante el periodo de prueba, esta situación de 
necesidad se actualizó en el momento en que fue declarado el estado de alarma, que 
efectivamente determinó la imposibilidad de estas personas de encontrar un nuevo empleo; 
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pero el hecho causante, de conformidad con los datos existentes, se produjo antes, durante la 
semana del lunes día 9 al jueves 13, para más de un 12 % de las personas afectadas. 
 
Para el segundo de los grupos a proteger, la situación de necesidad equivale a la frustración 
del esperado nuevo contrato de trabajo. Sin embargo, la decisión voluntaria de rescindir el 
contrato previo pudo producirse, y los datos demuestran que efectivamente para muchas 
personas así fue, con anterioridad a la declaración del estado de alarma, a partir del 1 de 
marzo. 
 
Proteger a las personas que actualmente son más vulnerables exige que, de modo 
excepcionalidad, dentro incluso de lo ya extraordinario de esta situación que estamos 
viviendo, la fecha a considerar para la construcción de estas nuevas medidas no sea la de 14 de 
marzo, a diferencia del resto de normas adoptadas desde la entrada en vigor del Real Decreto 
463/2020, sino aquellas en relación con las cuales los datos indican que las medidas serán 
realmente efectivas. 
 
En segundo lugar, en la línea de contribuir a aliviar las necesidades de liquidez de los hogares, 
se desarrolla la medida relativa a la ampliación de las contingencias en las que se pueden hacer 
efectivos los derechos consolidados de los planes de pensiones, recogida en el Real Decreto-
ley 11/2020, de 31 de marzo. 
 
Para ello se establecen las condiciones y términos en los que se podrán hacer efectivos los 
derechos consolidados, regulando, entre otras cuestiones, la acreditación de las circunstancias 
que dan derecho a la disponibilidad de los planes, el plazo al que se vinculan dichas 
circunstancias y el importe máximo del que se puede disponer. 
 
La formalización de instrumentos públicos en los que se refleje la moratoria, tanto legal, como 
aquella que las partes pudieran acordar, está sujeto al régimen arancelario previsto en el 
artículo 16 ter del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, que consiste, básicamente en la 
incorporación de una bonificación del 50 % en los términos establecidos en dicho precepto. 
Esta reducción se aplica tanto al otorgamiento de la escritura pública, como a su inscripción 
registral. 
 
Se ha considerado adecuado que este mismo beneficio sea extendido a las formalizaciones de 
instrumentos públicos en el ámbito de los contratos de financiación no hipotecaria recogidos 
en los artículos 21 a 27 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, ya se trate de 
instrumento notarial o de póliza, en cuyo caso la bonificación habrá de ser equivalente. 
 
A su vez, se introduce una disposición adicional que regula el otorgamiento unilateral por el 
acreedor de los instrumentos notariales en que se formaliza la ampliación de plazo derivada de 
la moratoria legal de los préstamos o créditos garantizados con hipoteca, o mediante otro 
derecho inscribible distinto, y se justifica que lo que se documenta es el reconocimiento 
unilateral del acreedor de una obligación establecida ex lege. 
 
No puede ignorarse que resulta imprescindible el otorgamiento del instrumento notarial por 
cuanto es un documento público, con el valor y certeza que ello supone respecto de los 
elementos esenciales del negocio y por cuanto, en el caso de bienes o derechos inscribibles, el 
otorgamiento facilita la inscripción en el Registro Público correspondiente, en este caso, el 
Registro de Bienes Muebles. Por otra parte, el acceso al Registro de Bienes Muebles exige 
título público y, por tanto, resulta imprescindible la formalización del instrumento notarial 
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porque a través de dicho registro se tutelan no solo los propios derechos e intereses del 
deudor, sino también los del acreedor y, muy especialmente, los de toda la ciudadanía 
mediante el mantenimiento de la fe pública con la integridad exactitud del registro, esto es, 
mediante el mantenimiento de un nivel de seguridad jurídica que permite la seguridad en el 
tráfico de bienes inscribibles que, de esta manera, mantienen su valor económico en dicho 
tráfico, pues cualquier tercero conoce las cargas a las que está sometido el bien. 
 
Así, para conjugar estos principios con la adecuada protección del deudor resulta 
imprescindible considerar que lo que se documenta en el instrumento notarial y que, en su 
caso, accederá al Registro, es la declaración unilateral de voluntad del acreedor, que como 
otorgante asumirá el coste de los derechos arancelarios, reconociendo la obligación 
establecida ex lege en favor de un deudor concreto. 
 
Por último, en relación con el derecho de resolución de determinados contratos sin 
penalización por parte de los consumidores y usuarios, es necesario clarificar la redacción para 
determinar con máximo rigor el momento de nacimiento de los derechos. 
 
Así, se establece que el «dies a quo» del derecho a resolver el contrato es aquel en que resulta 
imposible su ejecución y el «dies ad quem» a los 14 días de aquel. En este sentido, se establece 
que el plazo de 60 días para entender que no se ha llegado a un acuerdo entre las partes 
empezará a computar en el momento en que el consumidor o usuario solicita la resolución del 
contrato, pues es en ese momento cuando el empresario tiene conocimiento oficial del hecho. 
 
La Disposición adicional tercera fija el importe máximo de la línea de avales establecida en el 
artículo 9 del Real Decreto-ley 11/2020 de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas 
urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19, 
para dar cobertura a la financiación de arrendatarios de vivienda habitual que se encuentren 
en situación de vulnerabilidad como consecuencia el impacto social y económico de la 
pandemia. 
 
Esta disposición permitirá la concesión de préstamos avalados al 100 % por el Estado y sin 
coste para el beneficiario de gastos ni intereses a familias que, como consecuencia de la 
pandemia, se encuentren en dificultades para hacer frente a la renta de sus alquileres de 
vivienda habitual, por un importe total de hasta 1.200 millones de €. El objetivo es que todas 
las familias que reúnan las condiciones que se definirán por Orden del Ministerio de 
Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, y que soliciten esos préstamos avalados, tengan 
acceso a los mismos a través de las entidades financieras. 
 
El Real Decreto-ley 6/2011, de 13 de mayo, por el que se adoptan medidas urgentes para 
reparar los daños causados por los movimientos sísmicos acaecidos el 11 de mayo de 2011 en 
Lorca, Murcia, estableció que el plazo para ejecutar las obras de reconstrucción y 
rehabilitación o de reparación de daños a que se destinan las ayudas se determinaría en la 
resolución de concesión, que no excedería de 24 meses y 12 meses respectivamente. 
 
Sin embargo, los plazos inicialmente previstos han resultado ser insuficientes dado el volumen 
de actuaciones y de tramitación que ha supuesto para las Administraciones concernidas. Por 
ello, se faculta a la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia para que, en el marco de su 
regulación del procedimiento de concesión y justificación de las ayudas, en tanto que 
concedente de las mismas, sea quien fije los supuestos y los efectos a los que podría 
extenderse la ampliación de plazo. Con ello, se pretende garantizar la plena reconstrucción de 
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un municipio que se vio afectado por un suceso que destruyó prácticamente la localidad. En 
cualquier caso, se establece que el plazo máximo que se fije para la ejecución de las obras de 
reconstrucción o rehabilitación de la vivienda o para la reparación de daños, no podrá ser 
posterior al 31 de octubre de 2023. 
 
Asimismo, se aprueba la extensión para el año 2020 de una reducción en la cotización durante 
la situación de inactividad en el Sistema Especial para Trabajadores por Cuenta Ajena Agrarios, 
establecido en el Régimen General de la Seguridad Social, para aquellos trabajadores que 
hubiesen realizado un máximo de 55 jornadas reales cotizadas en el año 2019. Al igual que se 
hizo en el año 2019 respecto al mismo colectivo, mediante esta medida se facilita el 
cumplimiento de la obligación de pago de la cotización a la Seguridad Social que han de 
afrontar los trabajadores agrarios por cuenta ajena que se encuentren en situación de 
inactividad, teniendo en cuenta tanto el incremento anual de esa cotización como el aumento 
del número de trabajadores que han pasado a la referida situación en el sector agrario, a 
consecuencia de la pandemia provocada por el COVID-19. 
 
Por otro lado, se procede a modificar el artículo 35 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de 
marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y 
económico para hacer frente al COVID-19, al objeto de otorgar una mayor seguridad jurídica al 
procedimiento administrativo a seguir para el aplazamiento en el pago de deudas con la 
Seguridad Social que en él se regula, dado el elevado número de solicitudes que vienen 
produciéndose desde su entrada en vigor. En tal sentido, se simplifica el procedimiento de 
resolución del aplazamiento, con independencia del número de mensualidades que 
comprenda, se fija un criterio homogéneo en la determinación del plazo de amortización 
mediante el pago escalonado de la deuda y se establece el efecto jurídico de la solicitud hasta 
la resolución del procedimiento, en relación con la suspensión de los plazos administrativos 
contemplada en la disposición adicional tercera del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, 
por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria 
ocasionada por el COVID-19; por último, este aplazamiento se declara incompatible con la 
moratoria regulada en el artículo 34 del mismo Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo. 
 
A la luz de la atribución de competencias prevista en el Real Decreto 2/2020, de 12 de enero, 
por el que se reestructuran los departamentos ministeriales, la organización del nuevo 
Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones hace necesarias algunas modificaciones 
normativas para hacer efectiva la integración del Régimen de Clases Pasivas en el citado 
Ministerio. 
 
En esta línea, el calendario para llevar a cabo las modificaciones legales necesarias para la 
integración efectiva del Régimen de Clases Pasivas en el Ministerio de Inclusión, Seguridad 
Social y Migraciones se ha visto radicalmente alterado por la crisis sanitaria provocada por el 
COVID-19 en la que se han centrado los esfuerzos de la acción del Gobierno en las últimas 
cinco semanas. En este sentido, es razonable considerar que esos cambios normativos no 
pueden ser aprobados mediante el procedimiento ordinario de tramitación parlamentaria, 
pues ello implicaría que, hasta la aprobación de tales reformas legislativas, la estructura 
organizativa derivada del Real Decreto 2/2020 no podría materializarse y, por lo tanto, los 
órganos competentes no podrían desarrollar las funciones que tienen atribuidas con arreglo al 
citado Real Decreto; circunstancia que generaría inseguridad jurídica e incertidumbre en una 
materia, las pensiones, particularmente sensible para el conjunto de la ciudadanía. Tal motivo 
justifica la extraordinaria y urgente necesidad de la situación y la conexión con ella de las 
medidas adoptadas. 
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Por último, se adoptan una serie de medidas para traspasar a las mutuas colaboradoras con la 
Seguridad Social la gestión de la prestación extraordinaria de cese de actividad contemplada 
en el artículo 17 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes 
extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19, de aquellos 
autónomos que no hubiesen ejercitado la opción prevista en el artículo 83.1.b) del texto 
refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 
8/2015, de 30 de octubre, dentro del plazo establecido por la disposición transitoria primera 
del Real Decreto-ley 28/2018, de 28 de diciembre, para la revalorización de las pensiones 
públicas y otras medidas urgentes en materia social, laboral y de empleo. 
 
A tal efecto, se modifica el apartado 7 del artículo 17 del Real Decreto-ley 8/2020 por la 
disposición final quinta; por su parte, la disposición transitoria segunda concreta el 
procedimiento a seguir para la elección de una mutua y prevé el criterio a aplicar en caso de 
que no se ejerza el derecho de opción en el plazo de tres meses desde la finalización del 
estado de alarma. Estas medidas son urgentes, necesarias y proporcionadas, teniendo en 
cuenta la elevada carga y las dificultades de gestión a las que se enfrentan las entidades 
gestoras en el momento actual. 
 
En otro orden de cosas, la pandemia ha paralizado toda la actividad deportiva profesional y no 
profesional, reduciendo las vías de financiación de las federaciones deportivas, campeonatos y 
deportistas exclusivamente a las subvenciones estatales. En este contexto, el fútbol, como 
gran motor económico del deporte español, será clave por su capacidad de tracción respecto 
al resto del sector en España en la etapa de reconstrucción que habrá de acometerse con 
carácter inmediato. Para contribuir a financiar y dotar de estabilidad al deporte federado, 
olímpico y paralímpico en la antesala de unos Juegos Olímpicos, así como a la 
internacionalización del deporte español a través de la contribución solidaria de los derechos 
audiovisuales generados por el fútbol, se modifica el Real Decreto-ley 5/2015, de 30 de abril, 
de medidas urgentes en relación con la comercialización de los derechos de explotación de 
contenidos audiovisuales de las competiciones de fútbol profesional, facilitando la 
transferencia de recursos privados generados por el futbol hacia políticas públicas. A tal 
efecto, se crea la «Fundación España Deporte Global», fundación del sector público estatal, 
como instrumento más adecuado para la consecución de estos fines de interés general en 
régimen de autonomía y descentralización funcional. La fundación estará adscrita a la 
Administración General del Estado, a través del Consejo Superior de Deportes, y contará con la 
participación de la Real Federación Española de Fútbol, La Liga de Fútbol Profesional y las 
restantes Federaciones deportivas españolas y competiciones oficiales y no oficiales. La 
parálisis actual de las competiciones, y por tanto, de falta de generación de ingresos de la 
actividad deportiva, requiere adoptar de forma inmediata medidas para garantizar la 
sostenibilidad de las federaciones deportivas y de los programas de preparación para los 
Juegos Olímpicos de Tokio; siendo fundamental para ello la puesta en marcha de la referida 
fundación, a efectos de canalizar la inyección económica que, como consecuencia de la 
modificación del Real Decreto-ley 5/2015, de 30 de abril, se aportaría a la misma. 
 
Por otra parte, cabe destacar la inclusión de una disposición final cuarta, por la que se modifica 
la letra d) del apartado 4 del artículo 159 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos 
del Sector Público cuando regula el acto de apertura de los sobres o archivos electrónicos de 
los licitadores que contengan la oferta evaluable a través de criterios cuantificables mediante 
la mera aplicación de fórmulas, dentro del procedimiento abierto simplificado, eliminando la 
exigencia que la apertura de los sobres tenga lugar en todo caso mediante acto público. 
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La reforma del precepto se encamina a permitir que la apertura de la oferta económica, tal y 
como se prevé en el artículo 157.4 LCSP para los procedimientos abiertos, del que el 
procedimiento abierto simplificado no deja de ser una especialidad, sea realizada en acto 
público, salvo cuando se prevea que en la licitación puedan emplearse medios electrónicos. 
 
La modificación del precepto no solo supone una mejora técnica deseable que está en línea 
con la regla general de presentación de ofertas por medios electrónicos establecida en la 
Disposición adicional decimoquinta de la LCSP que ya garantiza la integridad y el secreto de las 
proposiciones y permite el acceso a la documentación correspondiente a los aspectos 
dependientes de la aplicación de una fórmula, sino que permite resolver el problema 
coyuntural que se plantea en aquellos procedimientos de adjudicación cuya tramitación se ha 
reanudado por resultar indispensables para el funcionamiento de los servicios esenciales de la 
Administración Pública pero en los que no es posible proceder a la apertura de los sobres por 
las restricciones derivadas de las medidas de contención adoptadas para mitigar la 
propagación de la pandemia COVID-19. 
 
También se introduce en este real decreto-ley una disposición adicional novena por la que se 
fijan reglas específicas aplicables a las ayudas con cargo a financiación de convocatorias 
públicas en el ámbito universitario. 
 
Dichas reglas van encaminadas a garantizar que las dificultades en la realización de las 
actividades para las que se otorgaron las ayudas, derivadas de la declaración del estado de 
alarma mediante Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, no impidan el adecuado desempeño 
de los estudiantes universitarios, del personal investigador y/o del profesorado universitario. 
Así, se habilita normativamente la posibilidad de modificar las condiciones de dichas ayudas, 
de tal forma que se garantice la continuidad de proyectos, incluyendo los relativos a las 
especialidades relacionadas con el ámbito sanitario. 
 
Por último, esta norma también incluye medidas destinadas a favorecer la devolución de los 
denominados «préstamos renta-universidad», que actualizan las adoptadas en el Real 
Decreto-ley 3/2019, de 8 de febrero, de medidas urgentes en el ámbito de la Ciencia, la 
Tecnología, la Innovación y la Universidad. Debido a las consecuencias económicas derivadas 
de la crisis sanitaria, determinados prestatarios no pueden hacer frente al reembolso de los 
préstamos, de manera que se abre la posibilidad de optar por la novación de estos 
instrumentos contractuales dentro de un nuevo plazo, manteniendo las condiciones 
establecidas en el citado real decreto-ley. 
 
Ver documento 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

https://boe.es/buscar/pdf/2020/BOE-A-2020-4554-consolidado.pdf


 
 
 

Nº 99, mayo de 2020 

 2013  

Real Decreto-ley 16/2020, de 28 de abril, de medidas procesales y 
organizativas para hacer frente al COVID-19 en el ámbito de la 
Administración de Justicia 
 
El pasado 14 de marzo, el Consejo de Ministros aprobó el Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis 
sanitaria ocasionada por el COVID-19, en el que se incluyeron, entre otras medidas, 
limitaciones a la libertad de circulación de las personas, con los efectos que ello supone para 
ciudadanos, trabajadores y empresas. Específicamente, en el ámbito de la Administración de 
Justicia, se dispuso la suspensión de los términos y plazos procesales, con las solas excepciones 
necesarias para garantizar los derechos reconocidos a todas las personas en el artículo 24 de la 
Constitución. 
 
Desde entonces, el Gobierno ha adoptado un conjunto de medidas dirigidas a proteger a las 
personas del riesgo de contagio, a atender a las que son especialmente vulnerables, a 
garantizar la prestación de servicios públicos esenciales, así como a velar por las personas 
trabajadoras y las empresas. 
 
Para hacer frente a las posibles consecuencias de esas medidas, la Administración de Justicia 
debe prepararse, tanto desde el punto de vista de la adopción de los cambios normativos 
necesarios en las instituciones procesales como desde la perspectiva organizativa, y todo ello 
con el objetivo de alcanzar una progresiva reactivación del normal funcionamiento de los 
Juzgados y Tribunales. 
 
En efecto, la Administración de Justicia ha sufrido una ralentización significativa como 
consecuencia de la crisis del COVID-19, por lo que se hace necesario adoptar el presente real 
decreto-ley que tiene por finalidad, además de otras más concretas, procurar una salida ágil a 
la acumulación de los procedimientos suspendidos por la declaración del estado de alarma 
cuando se produzca el levantamiento de la suspensión. 
 
Asimismo, deben adoptarse medidas en previsión del aumento de litigiosidad que se originará 
como consecuencia de las medidas extraordinarias que se han adoptado y de la propia 
coyuntura económica derivada de la crisis sanitaria. 
 
En un Estado Social y Democrático de Derecho como en el que vivimos, todos los ciudadanos y 
ciudadanas tienen que participar del proceso de recuperación de las consecuencias de la crisis. 
La actual situación sanitaria tiene un impacto global, y acarreará efectos negativos en un 
amplio conjunto de colectivos sociales, si bien las consecuencias sociales y económicas 
afectarán más gravemente a los colectivos vulnerables. 
 
Indudablemente, resulta preciso configurar procedimientos que permitan sustanciar con 
celeridad pretensiones con origen directo y fácilmente identificable en la crisis sanitaria 
derivada del COVID-19 como, por ejemplo, el reequilibrio del régimen de visitas o custodia 
compartida por los periodos no disfrutados por las limitaciones de la libertad deambulatoria u 
otras medidas adoptadas por las autoridades sanitarias. Con este mismo fin, se hace necesario 
declarar la preferencia para el despacho y tramitación de otros procedimientos ya 
contemplados en las leyes procesales vigentes. 
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Asimismo, durante todo el tiempo que perdure esta crisis sanitaria, se han de adoptar medidas 
que garanticen el derecho a la salud tanto de todo el personal al servicio de la Administración 
de Justicia, como de los ciudadanos y de los profesionales que se relacionan con dicha 
Administración, procurando de esta manera evitar situaciones de contagio. 
 
Por ello es de singular importancia incluir medidas que garanticen la distancia de seguridad en 
el desarrollo a las vistas y audiencias públicas y el fomento de la incorporación de las nuevas 
tecnologías a las actuaciones procesales y, en general, a las relaciones de los ciudadanos y 
ciudadanas con la Administración de Justicia, que eviten, en la medida de lo posible, excesivas 
concentraciones en las sedes judiciales. 
 
El presente real decreto-ley se estructura en tres capítulos, que contienen un total de 
veintiocho artículos, cuatro disposiciones adicionales, dos disposiciones transitorias, una 
disposición derogatoria y siete disposiciones finales. 
 
El capítulo I regula las medidas de carácter procesal. En primer término, se establecen una 
serie de disposiciones dirigidas a retomar la actividad ordinaria de los juzgados, además de dar 
respuesta al previsible incremento de la litigiosidad que se derivará de la propia crisis sanitaria. 
En este sentido, se habilita excepcionalmente y de forma parcial el mes de agosto, 
pretendiendo con ello dar continuidad a la actividad judicial durante este mes que, de 
ordinario y con carácter general, es inhábil en el ámbito de la Administración de Justicia. En 
efecto, el artículo 183 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, declara, con 
carácter general, como días inhábiles los del mes de agosto para todas las actuaciones 
judiciales, si bien permite que las leyes procesales declaren urgentes actuaciones procesales, 
para las cuales se considerarán, en todo o en parte, hábiles los días del mes de agosto. Pues 
bien, mediante este real decreto-ley, en el que se contienen normas legales procesales para 
poder reactivar la actividad judicial y recuperar para los ciudadanos este servicio público 
esencial, en aplicación de dicho precepto de la Ley Orgánica 1/1985, de 18 de enero, de forma 
excepcional para ese año 2020, se declaran urgentes todas las actuaciones procesales y 
declara hábiles para su realización los días 11 a 31 del citado mes. Es obvio que para poder 
recuperar, al menos parcialmente, la actividad procesal que no se pueda realizar en el periodo 
en el que el estado de alarma esté en vigor, se hace urgente y necesario declarar estos días 
como hábiles. Esto va a exigir a todos los operadores jurídicos que trabajan en la 
Administración de Justicia y a los profesionales que se relacionan con ella un esfuerzo adicional 
al que hacen diariamente para garantizar y proteger los derechos de los ciudadanos, y les va a 
conferir la responsabilidad de ser agentes fundamentales en ese proceso que tiene que iniciar 
nuestra sociedad para volver progresivamente a la normalidad. Esta medida también va a 
exigir a todas las Administraciones e instituciones implicadas una cuidadosa labor de 
organización y coordinación. En definitiva, se trata de aunar fuerzas por parte de todos los que 
trabajan en la Administración de Justicia, se relacionan con ella o la dirigen para ayudar a la 
sociedad y a la economía a recuperarse lo más pronto posible de las consecuencias negativas 
que deje tras de sí la crisis del COVID-19. 
 
Por otra parte, los plazos y términos previstos en las leyes procesales quedaron afectados 
como consecuencia de la declaración del estado de alarma para la gestión de la situación de 
crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19 con la entrada en vigor del Real Decreto 463/2020, 
de 14 de marzo, salvo los supuestos excepcionados en la disposición adicional segunda del 
mismo real decreto. En aras de la seguridad jurídica resulta necesario establecer unas reglas 
generales para el cómputo de los plazos, optándose en el artículo 3 por el reinicio del cómputo 
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de los plazos y por no tomar en consideración, por tanto, el plazo que hubiera transcurrido 
previamente a la declaración del estado de alarma. 
 
Asimismo, aunque los plazos procesales han sido suspendidos en los términos que se ha 
descrito anteriormente, los jueces y magistrados han venido dictando sentencias y otras 
resoluciones y se ha continuado con su notificación en la medida en que ha sido posible en 
función de la reducción de actividad del personal al servicio de la Administración de Justicia. Es 
previsible, en consecuencia, que en los primeros días en que se retome la actividad judicial 
ordinaria tras el levantamiento de la suspensión de los plazos procesales, se produzca un 
notorio incremento en el número de recursos presentados frente a dichas resoluciones. Debe 
garantizarse que la vuelta a la normalidad, una vez se reactiven los plazos y el servicio de 
notificaciones, no suponga un colapso de las plataformas para presentación de escritos y 
demandas, y que los juzgados y tribunales puedan dar respuesta a todos ellos, así como que 
los profesionales que se relacionan con la Administración de Justicia tengan el tiempo 
necesario para preparar los escritos procesales en aras a proteger el derecho de defensa de 
sus clientes y representados. Para ello, se acuerda la ampliación de los plazos para la 
presentación de recursos contra sentencias y otras resoluciones que ponen fin al 
procedimiento y sean notificadas durante la suspensión de plazos establecida en el Real 
Decreto 463/2020, de 14 de marzo, así como las que sean notificadas dentro de los veinte días 
hábiles siguientes al levantamiento de los plazos procesales suspendidos, permitiendo de esta 
manera que estos puedan presentarse de forma escalonada en un plazo más prolongado de 
tiempo, y no concentrados en escasos días después del citado levantamiento. 
 
De particular interés es la regulación «ex novo» de un procedimiento especial y sumario para 
la resolución de cuestiones relativas al derecho de familia directamente derivadas de la crisis 
sanitaria. Las medidas adoptadas por las autoridades sanitarias han tenido incidencia en el 
normal desarrollo del régimen de custodia y de visitas de menores, provocando en ocasiones 
desequilibrios en los tiempos de disfrute, lo cual es previsible que pueda desembocar en 
demandas y solicitudes ante los juzgados con competencias en materia de derecho de familia. 
Por otra parte, las consecuencias económicas que se derivarán de la crisis del COVID-19 
pueden conllevar alteraciones en las situaciones económicas de las personas obligadas al pago 
de pensiones alimenticias o bien en las situaciones de quienes las reciben, lo que dará lugar a 
que sean instados procedimientos para la modificación de tales medidas. Para dar una 
respuesta rápida y eficaz a tales pretensiones, se regula en presente real decreto-ley este 
procedimiento especial pensando en particular en el interés superior de las personas menores 
afectadas y contribuyendo a su mejor protección. 
 
En el capítulo II se incluyen medidas en el ámbito concursal y societario. La crisis sanitaria del 
COVID-19 constituye un obstáculo adicional a la viabilidad de las empresas concursadas que 
puede determinar, bien la imposibilidad de suscribir o cumplir un convenio, abocando a las 
empresas a la liquidación, o bien una mayor dificultad de enajenar una unidad productiva que 
pudiera resultar viable. Es por ello que en el Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el 
que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para 
hacer frente al COVID-19, extendió a estas empresas la posibilidad de acceder a un expediente 
de regulación temporal de empleo en los términos del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de 
marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social 
del COVID-19. 
 
A las medidas ya adoptadas en dicho real decreto-ley, se añaden ahora otras, con una triple 
finalidad. En primer lugar, mantener la continuidad económica de las empresas, profesionales 
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y autónomos que, con anterioridad a la entrada en vigor del estado de alarma, venían 
cumpliendo regularmente las obligaciones derivadas de un convenio, de un acuerdo 
extrajudicial de pagos o de un acuerdo de refinanciación homologado. Respecto de estos 
deudores, se aplaza el deber de solicitar la apertura de la fase de liquidación cuando, durante 
la vigencia del convenio, el deudor conozca la imposibilidad de cumplir los pagos 
comprometidos y las obligaciones contraídas con posterioridad a la aprobación de aquel; así 
mismo, se facilita la modificación del convenio o del acuerdo extrajudicial de pagos o del 
acuerdo de refinanciación homologado. Respecto de estos últimos se permite además la 
presentación de nueva solicitud sin necesidad de que transcurra un año desde la presentación 
de la anterior. 
 
En segundo lugar, se trata de potenciar e incentivar la financiación de las empresas para 
atender sus necesidades transitorias de liquidez, calificando como créditos contra la masa, 
llegado el caso de liquidación, los créditos derivados de compromisos de financiación o de 
prestación de garantías a cargo de terceros, incluidas las personas especialmente relacionadas 
con el concursado, que figuraran en la propuesta de convenio o en la propuesta de 
modificación del ya aprobado por el juez. En este mismo sentido, con el fin de facilitar el 
crédito y la liquidez de la empresa, se califican como ordinarios los créditos de las personas 
especialmente vinculadas con el deudor en los concursos que pudieran declararse dentro de 
los dos años siguientes a la declaración del estado de alarma. 
 
Por último, para evitar el previsible aumento de litigiosidad en relación con la tramitación de 
concursos de acreedores en los Juzgados de lo Mercantil y de Primera Instancia, se establecen 
una serie de normas de agilización del proceso concursal, como la confesión de la insolvencia, 
la tramitación preferente de determinadas actuaciones tendentes a la protección de los 
derechos de los trabajadores, a mantener la continuidad de la empresa y a conservar el valor 
de bienes y derechos, así como la simplificación de determinados actos e incidentes (subastas, 
impugnación de inventario y listas de acreedores o aprobación de planes de liquidación). 
 
Finalmente, dentro de este Capítulo II se establecen dos normas que tratan de atenuar 
temporal y excepcionalmente las consecuencias que tendría la aplicación en la actual situación 
de las normas generales sobre disolución de sociedades de capital y sobre declaración de 
concurso, de modo tal que se permita a las empresas ganar tiempo para poder reestructurar 
su deuda, conseguir liquidez y compensar pérdidas, ya sea por la recuperación de su actividad 
ordinaria o por el acceso al crédito o a las ayudas públicas. De esta forma, se amplía la 
suspensión del deber de solicitar la declaración de concurso de acreedores hasta el 31 de 
diciembre de 2020 y se prevé que a los efectos de la causa legal de disolución por pérdidas no 
se computen las del presente ejercicio. 
 
Al hilo de lo anterior, en la disposición derogatoria se deroga el artículo 43 del Real Decreto-ley 
8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto 
económico y social del COVID-19, que establecía la suspensión del deber de solicitar el 
concurso durante la vigencia del estado de alarma y preveía que los jueces no admitirían a 
trámite solicitudes de concurso necesario hasta transcurridos dos meses desde la finalización 
de dicho estado. 
 
Se trata, en definitiva, de evitar que el escenario posterior a la superación de la crisis del 
COVID-19 nos lleve a declaraciones de concurso o apertura de la fase de liquidación respecto 
de empresas que podrían ser viables en condiciones generales de mercado (valor en 
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funcionamiento superior al valor de liquidación), con la consiguiente destrucción de tejido 
productivo y de puestos de trabajo. 
 
El capítulo III regula medidas de carácter organizativo y tecnológico destinadas a afrontar de 
manera inmediata las consecuencias, ya expuestas, que ha tenido la crisis del COVID-19 sobre 
la Administración de Justicia. 
 
Así, se establece la celebración de actos procesales preferentemente mediante la presencia 
telemática de los intervinientes para garantizar la protección de la salud de las personas y 
minimizar el riesgo de contagio. No obstante, en el orden jurisdiccional penal, la celebración 
de juicios preferentemente mediante presencia telemática se exceptúa en los supuestos de 
procedimientos por delitos graves, en los que la presencia física del acusado resulta necesaria. 
 
Igualmente, para atender a los mismos fines, se limita el acceso del público a todas las 
actuaciones orales atendiendo a las características de las salas de vistas. Se posibilita, así, el 
mantenimiento de las distancias de seguridad y se evitan las aglomeraciones y el trasiego de 
personas en las sedes judiciales cuando ello no resulte imprescindible. 
 
Con la misma finalidad se establece un sistema de atención al público por vía telefónica o a 
través del correo electrónico habilitado a tal efecto, de tal forma que se limita la atención 
presencial a los supuestos estrictamente necesarios y únicamente mediante cita previa. 
 
La recuperación de la actividad ordinaria de las oficinas judiciales y fiscales requiere no dilatar 
el plazo de reincorporación tras el levantamiento de las principales restricciones y de esta 
forma establecer medidas que coadyuven a afrontar con el menor impacto posible el 
incremento de litigiosidad. 
 
De este modo, se prevé la creación de unidades judiciales para el conocimiento de asuntos 
derivados del COVID-19 y se establece la posibilidad de que los Letrados y Letradas de la 
Administración de Justicia puedan, durante el periodo de prácticas, realizar funciones de 
sustitución o refuerzo, entre otras medidas. Con ello se pretende atender la urgente necesidad 
de regularizar la situación de juzgados y tribunales para hacer efectivo el derecho a la tutela 
judicial efectiva sin dilaciones indebidas. 
 
Además, tal objetivo ha de compatibilizarse con la adecuada protección de la salud del 
personal de la Administración de Justicia, del resto de profesionales y de los particulares que 
acuden a sus sedes. Por ello, se precisan medidas que supongan la distribución temporal de la 
prestación de servicios por el personal de las oficinas judiciales, de forma que puedan cumplir 
con su horario habitual de forma sucesiva. Con tal objeto, se establecen jornadas de trabajo de 
mañana o tarde, evitando con ello la coincidencia de todo el personal en las mismas horas. El 
cumplimiento de ese horario por distinto personal al servicio de la Administración de Justicia, 
aun sin ampliación de jornada, permite, además, la celebración de juicios y vistas no solo en 
horario de mañana, sino también durante las tardes. 
 
En la disposición final primera se modifica la Ley 18/2011, de 5 de julio, reguladora del uso de 
las tecnologías de la información y la comunicación en la Administración de Justicia, facilitando 
el acceso remoto a las aplicaciones utilizadas para la gestión procesal, fomentando así el 
teletrabajo, y se modifica el sistema de identificación y firma reconocidos, disociando uno de 
otro, en los mismos términos que la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 
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En particular, facilitar el acceso remoto a las aplicaciones utilizadas para la gestión procesal, así 
como el acceso de los ciudadanos y ciudadanas a los servicios electrónicos en la 
Administración de Justicia, implicará que todos los órganos, oficinas judiciales y fiscalías se 
doten de los medios e instrumentos electrónicos y de los sistemas de información necesarios y 
suficientes para poder desarrollar su función eficientemente. 
 
La disposición final segunda modifica y amplía la «vacatio legis» de la Ley 20/2011, de 21 de 
julio, del Registro Civil, hasta el 30 de abril de 2021. La actual coyuntura y la necesidad de 
concentrar los esfuerzos en la recuperación de la actividad en el Registro Civil impide abordar 
en estos momentos el cambio organizativo y de funcionamiento que requiere en tan corto 
periodo de tiempo por lo que resulta necesario ampliarlo para garantizar su adecuada y plena 
entrada en vigor. 
 
Con la disposición final tercera se introduce una mejora técnica en la modificación del artículo 
159.4, de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, aprobada por el 
Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, de medidas urgentes complementarias para apoyar 
la economía y el empleo. 
 
En las disposiciones finales cuarta y quinta se amplía la posibilidad de disponibilidad de planes 
de pensiones para los trabajadores por cuenta propia o autónomos a los casos en que, sin 
cesar en su actividad, hayan tenido una reducción de, al menos, el 75 por ciento en su 
facturación como consecuencia de la situación de crisis sanitaria. 
 
La modificación se realiza mediante ajustes puntuales en la redacción de la disposición 
adicional vigésima del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo,para añadir al supuesto ya 
recogido de cese de actividad el nuevo de reducción de facturación en, al menos, un 75 por 
ciento; la definición del supuesto de reducción de facturación se ajusta a la empleada en la 
nueva redacción dada por el Real Decreto-ley 13/2020, de 7 de abril, al artículo 17 del Real 
Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, en relación con la prestación extraordinaria por cese de 
actividad. También se modifica el artículo 23 del Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, para 
concretar la justificación acreditativa de esta situación ante la entidad gestora de fondos de 
pensiones. 
 
Se mantienen todos los demás aspectos de la disponibilidad de planes de pensiones regulados 
en ambos reales decretos-ley, referentes a la cuantía, vinculada a la pérdida de ingresos netos 
estimados, y al periodo de estado de alarma y un mes adicional. 
 
Asimismo, la disposición final cuarta, teniendo en cuenta la evolución de la pandemia y sus 
efectos en los ingresos de muchos hogares, amplía los plazos establecidos en los artículos 4 y 8 
del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes 
complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19, para que el 
arrendatario de vivienda habitual pueda realizar la solicitud de aplazamiento temporal y 
extraordinario del pago de la renta. También se modifican determinados aspectos del artículo 
9 con objeto de dar mayor agilidad a la tramitación de la línea de ayudas transitorias de 
financiación, de forma que pueda estar operativa para los arrendatarios en situación de 
vulnerabilidad en el plazo más breve posible. 
 
Ver documento 

https://boe.es/buscar/pdf/2020/BOE-A-2020-4705-consolidado.pdf
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Normativa autonómica 
 
Comunidad Foral de Navarra 

 
Ley Foral 8/2020, de 8 de abril, por la que se concede un suplemento de 
crédito para cubrir las necesidades derivadas de la adopción de medidas de 
carácter extraordinario y urgente por motivos de salud pública motivadas 
por el COVID-19. 
 
La Organización Mundial de la Salud elevó el pasado 11 de marzo de 2020 la situación de 
emergencia de salud pública ocasionada por el COVID-19 a pandemia internacional, ya que su 
propagación internacional supone un riesgo para la salud pública de los países y exige una 
respuesta internacional coordinada. En dicho contexto, mediante el Real Decreto 463/2020, de 
14 de marzo, se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria 
ocasionada por el COVID-19.  
 
El citado Real Decreto 463/2020 establece en su artículo 4 que la autoridad competente a 
efectos del estado de alarma será el Gobierno y, en sus respectivas áreas de responsabilidad, 
las personas titulares de los Ministerios de Sanidad, Defensa, Interior, Transportes, Movilidad y 
Agenda Urbana. No obstante, de conformidad con el artículo 6 del citado Real Decreto, cada 
Administración conserva las competencias que le otorga la legislación vigente en la gestión 
ordinaria de sus servicios para adoptar las medidas que estime necesarias, en el marco de las 
órdenes directas de la autoridad correspondiente.  
 
Así, la situación extraordinaria generada por la evolución del coronavirus (COVID-19) ha 
determinado la adopción de diversas medidas de carácter extraordinario y urgente por 
motivos de salud pública. Por ello, mediante Decreto-ley Foral 1/2020, de 18 de marzo, se 
aprobaron medidas urgentes para responder al impacto generado por la crisis sanitaria.  
 
Las circunstancias de extraordinaria y urgente necesidad obligaron a implementar un segundo 
paquete de medidas, mediante el Decreto-ley Foral 2/2020, de 25 de marzo, por el que se 
aprobaron medidas urgentes para responder al impacto generado por la crisis sanitaria del 
coronavirus (COVID-19).  
 
El 27 de marzo de 2020 el Parlamento de Navarra convalidó ambos Decretos-leyes Forales y 
acordó su tramitación como proyectos de leyes forales por el procedimiento de urgencia y 
lectura única, aprobándolos el día 3 de abril de 2020.  
 
Por Ley Foral se ha elevado el fondo previsto en el artículo 19 del Decreto-ley Foral 1/2020, de 
18 de marzo, para paliar los gastos ligados al COVID-19, hasta los 130 millones de euros y se 
han modificado sus finalidades. Dicho importe se aplicará mediante la tramitación de las 
correspondientes modificaciones presupuestarias conforme a lo previsto en la Ley Foral 
13/2007, de 4 de abril, de la Hacienda Pública de Navarra.  
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La Ley Foral 13/2007, de 4 de abril, de la Hacienda Pública de Navarra, dispone en su artículo 
48 párrafo primero que, cuando haya de realizarse con cargo al Presupuesto vigente algún 
gasto que no pueda demorarse hasta el ejercicio siguiente y no exista el crédito, o bien el 
consignado sea insuficiente y no pueda incrementarse conforme a las disposiciones contenidas 
en la citada ley, el Gobierno de Navarra, a propuesta del Consejero de Economía y Hacienda, 
remitirá al Parlamento de Navarra un proyecto de concesión de un crédito extraordinario, en 
el primer caso, o de suplemento de crédito, en el segundo. Asimismo, en su párrafo segundo 
dispone que el crédito extraordinario y el suplemento de crédito puedan financiarse con otros 
créditos disponibles de cualquier programa de gasto, incluso provenientes de créditos 
específicamente aprobados por el Parlamento como consecuencia de enmiendas. 
 
Ver documento 
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